“El lenguaje de la ley no puede ser diferente a los oídos de los que tienen que seguirla.” Así expresó el jurista norteamericano Learned Hand. Por este motivo, los Acuerdos de Paz reconocen que todos los idiomas que se hablan en Guatemala merecen igual respeto. Se compromete al Estado promover la utilización de los idiomas de los pueblos indígenas en la prestación de los servicios sociales a nivel comunitario. Concretamente, el Estado tiene la obligación de promover los programas de capacitación de jueces bilingues e intérpretes judiciales de y para idiomas indígenas.

Por su parte, la Corte Suprema de Justicia, en su Plan de Modernización, reconoce “de no proveer sus instituciones un conjunto de servicios destinados a operar en varias lenguas, en ciertas regiones el acceso a ellas resulta limitado o imposible para una porción importante de la población, que no puede desenvolverse suficientemente en español, que es la lengua utilizada por las instituciones del Estado.” 

La Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID) ha reconocido la importancia de tener acceso a un intérprete para hacer efectiva la justicia. En los últimos cinco años, USAID capacitó a 45 intérpretes en Kaqchikel, y otros 25 en Pocomám y otros 34 en K´iché y Mam con una donación a MINUGUA (1997-98) .

Para asegurar la sostenibilidad del programa de intérpretes y para crear una sede institucional, entre otros objetivos, USAID donó más de $ 13.5 millones de dólares a la Universidad Rafael Landívar para desarrollar el Proyecto EDUMAYA.  EDUMAYA tiene como fin primordial fomentar el acceso a la educación universitaria para estudiantes indígenas.  Al momento se han graduado un total de 457 estudiantes en diferentes carreras, de los cuales 92 (37 % mujeres y 63 % hombres) son Oficiales Intérpretes, representantes de un total de 11 comunidades lingüísticas mayas.  Un componente importante de EDUMAYA es un centro élite para la formación de futuros intérpretes jurídicos para servir al sector de justicia.

Obviamente, una estrategia para mejorar la justicia en Guatemala, y en particular su acceso efectivo por los indígenas, debe incluir elementos para (a) mejorar el sector formal, en particular con intérpretes y programas que fomenten mejoras en calidad, tal como los diez ya existentes Centros de Justicia, (b) aprovechar los mecanismos alternativos de resolución de conflictos, en particular a nivel comunitario, tal como en los ya existentes siete Centros de Mediación, y (c) capitalizar en los mecanismos tradicionales de resolución de conflictos, tal como en derecho indígena, y expandir el conocimiento de tales instrumentos a través de programas como las Jornadas Lascasianas Internacionales y la Maestría en Derecho Indígena en la Universidad de San Carlos. La obra actual de la Dra. Raquel Yrigoyen Fajardo es una contribución importantísima hacia el fomento de un cuerpo élite de intérpretes para garantizar el debido proceso y un Estado de Derecho.

Es un gran placer para la USAID haber tenido la oportunidad de apoyar el actual estudio, y esperamos que sea de alta utilidad al sector de justicia, al público, al Congreso, y al sector académico como insumo importante al debate sobre opciones para mejorar el acceso a la justicia para los que no hablan español.
